
Edición 289     |     www.ojopelaomagazine.coojopelaomagazine ojopelaomagazin

La llegada de Abelardo de la Espriella a la Pre-
sidencia de la República plantea una reconfi-
guración profunda en la estructura política y 
administrativa de Colombia, situando la des-
centralización fiscal y la desconcentración del 
poder en el centro de la agenda pública. Este 
modelo busca desmantelar la histórica cen-
tralización de decisiones y presupuestos en el 
altiplano cundiboyacense, exigiendo que las 
dinámicas del Estado se trasladen hacia los 
territorios. Sin embargo, para que esta transfe-
rencia de poder y competencias se traduzca en 

progreso real y no en un colapso operativo, las 
regiones del país enfrentan la urgencia histórica 
de prepararse y estar a la altura del desafío.

El nuevo esquema condiciona la entrega de 
mayor autonomía e inversión al cumplimiento 
de estrictos criterios de responsabilidad fiscal, 
seguridad y eficiencia. La desconcentración no 
se limita a un discurso, sino a la presencia física 
del Ejecutivo despachando de forma itinerante 
desde sedes alternas como Barranquilla para el 
Caribe o Cali para el suroccidente. 

REDEFINIENDO EL PODER EN COLOMBIA: 
UN DESAFÍO DE INFRAESTRUCTURA, 

LOGÍSTICA Y GESTIÓN REGIONAL
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Ante este escenario, los departamentos y muni-
cipios no pueden ser meros receptores pasivos, 
sino que deben emprender una rápida moder-
nización de su infraestructura física e institu-
cional. El traslado del centro de gravedad po-
lítico requiere que las ciudades intermedias y 
capitales regionales fortalezcan a pasos agi-
gantados su capacidad logística, adecuen sus 
servicios públicos y eleven sus estándares de 
conectividad e infraestructura aeroportuaria 
para soportar el flujo constante de comitivas, 
delegaciones internacionales, inversionistas y 
dinámicas gubernamentales de alto nivel.

Esta exigencia implica que gobernadores, alcal-
des y la empresa privada regional adapten sus 
planes de ordenamiento territorial con una visión 
prospectiva e integradora. Las regiones deben 
asegurar la ampliación de sus terminales aé-
reas, garantizar redes de telecomunicaciones 
de alta velocidad, robustecer su capacidad 
hotelera y consolidar un ecosistema de ser-
vicios capaz de responder a las demandas de 
un Estado desconcentrado. Así mismo, la recu-
peración de competencias en el uso del suelo 
y la agilización de trámites para proyectos de 
infraestructura obligan a los gobiernos locales 

a contar con equipos técnicos altamente capa-
citados, blindados contra la corrupción y capa-
ces de estructurar y ejecutar proyectos de gran 
envergadura sin depender del acompañamien-
to burocrático de la capital.

Por su parte, Bogotá conserva su rango de capi-
tal política y constitucional, resguardando las se-
des principales de las instituciones y poderes del 
Estado. No obstante, al perder el monopolio de 
la agenda ejecutiva y de la toma de decisiones, 
la capital se ve abocada a redefinir su papel en 
el mapa nacional. Bogotá ya no dicta de forma 
unilateral el destino de las inversiones territo-
riales y debe aprender a negociar en condicio-
nes de paridad con sus municipios vecinos y las 
regiones, especialmente en materia de abaste-
cimiento, transporte e integración regional.

En última instancia, la descentralización impul-
sada por la actual administración traslada la res-
ponsabilidad directa del desarrollo a las regiones. 
El éxito de este modelo no dependerá exclu-
sivamente de la voluntad del gobierno central 
por ceder competencias, sino de la velocidad y 
contundencia con la que las regiones preparen 
su arquitectura logística, de servicios e infraes-
tructura para asumir el liderazgo del país.



